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"Año de Ia Esperanza y el Fortalecimiento de la Democracia".

RESOLUCION DE GERENCIA MUNICIPAL N',/á .2O26.GM.MPI

rcA, 0B JUll 2U[
VISTO: Informe Legal N" 363-2026-OAJ-MPI, Informe Final de Instrucción No 157-2025-AS-SGT'I-

GTTSV-MPI, Cedula de Notificación N " 014802, Resolución de Cerencia N' 00865-2025-CTTSV-MPI,

Resolución de Gerencia No 5097-2025-GTMU-MPl, Expediente Administrativo N' 0004753-26, Y;

CONSIDERANDO:

Que, el numeral 72.1 del arrículo 72o del Texto Unico Ordenado de la Ley N" 27444 del
Procedimiento Administrativo General prescribe que Ia compelencia de las entidades tiene su ñrente en la
constitución y en la Ley, y es reglamentada por las normas administrativas que de ellas se derivan;

Que, la norma antes acotada en su numeral 72.2 del mismo artículo dice que toda entidad es

competente para realizar las tareas materiales intemas necesarias para el eficiente cumplimiento de su
misión y objetivos, asícomo para Ia distribución de las atribuciones que se encuentren comprendidas dentro
de su competencia;

Que, el numeral 85.3 del artículo 85o del texto único ordenado de la Ley N' 27444 - Ley del
Procedimiento Administrativo General, señala que a los órganos jerárquicamente dependientes se les
transfiere competencia para emitir resoluciones, con el objeto de aproximar a los administrados las
facultades administrativas que conciernan a sus intereses;

En principio, debe tenerse en cuenta que el caso materia de análisis corresponde a un procedimiento

administrativo sancionador, mismo que se rige por las disposiciones indicadas en el T.U.O. del Reglamento

Nacional de Tránsito, aprobado por el decreto supremo No 0l ó-2009-MTC y sus rnodificatorias; así como
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El Art. 194" de la Constitución Política del Perú, modificada por Ley No 27680, Ley de Reforma
Constitucional, concordante con el At. Il del Título Preliminar de la Ley N" 27972, Ley Orgánica de
Municipalidades establece que las municipalidades distritales y provinciales son Órganos de Gobiemo
Local que gozan de autonomía económica, administrativa y política en asuntos de su competencia con
sujeción a Ley;

Es ñnalidad fundamental de Ia Ley del Procedimiento Administrativo General - Ley N" 27444,
establecer el régimen jurídico aplicable para que la actuación de la Administración Pública sirva a la
protección del interés general, garantizando los derechos e intereses de los administrados y con sujeción al
Ordenamiento Constitucional y Jurídico en General.

,Que, mediante Decreto Supremo N' 004-20 l9-JUS, se aprueba el Decreto Supremo que aprueba el
Texto Unico Ordenado de la Ley N'27444 - Ley del Procedimiento Administrativo Ceneral, siendo la
finalidad de la presente Ley el establecer el régimen jurídico aplicable para que la actuación de la
administración pública sirva a la protección del interés general, garantizando los derechos e intereses de los
administrados y con sujeción al ordenamiento jurídico en general; la cual se encuentra vigente a partir del
25 de enero del 201 9;
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por las disposiciones del T.U.O. de la Ley N" 27444, Ley de Procedimiento Administralivo General,

aprobada por D.S. No 004-2019-JUS, en cuanto le sea aplicable;

Que, con Informe Final de Instrucción N' 157-2025-AS-SGTT-GTTSV-MPI de fecha l'710112025,

el Sub-Gerente de Transporte y Tránsito de la MPI, remite el presente informe final de instrucción al

Gerente de Transporte, Tránsito y Seguridad Vial de la MPI, el mismo que concluye: VI. CONCLUSION:
Del análisis de los actuados, se ha determinado que el presunto infractor HUAMAN PALACIOS DENNIS

RAI identificado con DNI N"73192338, en condición de conductor del vehículo automotor de placa de

rodaje Y I Y865, incurrió en infracción al tránsito de M.0l : "Conducir con presencia de alcohol en la sangre

en proporción mayor a lo previsto en el Código Penal, o bajo los efeclos de estupefacientes, narcóticos y/o

alucinógenos comprobado con el examen respectivo o por negarse al rnismo y que haya participado en un

accidente de tránsito.", tipificada en Tabla de Infracciones del Jexto Único Ordenado del Reglamento

Nacional de Tránsito, aprobado por Decrelo Supremo N"016-2009-MTC y sus modificatoria. Por

consiguiente, corresponde sancionar a IIUAMAN PALACIOS DENNIS RAI por la comisión a la

nfracción al tránsito de código M.01, en ese sentido, imponerle como multa el 100% de la UIT vigente a

fec ha de pago, y la cancelación de la Iicencia de conducir e inhabilitación definitiva para obtener licencia

VIL PROPUESTA DE SANCION: A partir de la emisión del presente informe, se da por culminada la

etapa instructora del procedimiento sancionador seguido contra HUAMAN PALACIOS DENNIS RAI, por

lo que, corresponde remitir el mismo, junto con todos los acluados a la Autoridad Sancionadora de la

CTTSV a efectos que, en el marco de su competencia dicha autoridad emita el acto resolutorio

correspondiente;

Resolución de Gerencia N' 00865-2025-GTTSV-MPI de fecha 3l/01/2025, La Gerencia de

Transporte, Tránsito y Seguridad Vial de la MP[, emite la presente Resolución de Gerencia, la misma que

¡esuelve: ARTICULO PRIMERO: IMPONER al infractor HUAMAN PALACIOS DENNIS RAI,
identificado con DNI N' 73192338, la sanción de la MULTA EQUIVALENTE AL 100% DE LA UlT,
vigente a la fecha del pago y LA INHABILITACION DEFINITIVA PARA OBTENER LA LICENCIA
DE CONDUCIR por la infracción contenida en la Papeleta de Infracción al Tránsito PIT N'260841 de

fecha 05/0512024 con código de infracción M.0 l, del vehículo automotor con placa de rodaje N' Y I Y865;

Que, con Resolución de Gerencia N' 5097-2025-CTMU-MPI de fecha 05/09/2025, se emite la
presente resolución de gerencia, la misma que resuelve: ARTICULO PRIMERO: ACLARAR LA
RESOLUCION DE GERENCIA N" 0665-2025-CTTSV de fecha 3ll0ll20Z5., ARTICULO SEGUNDO:

Disponer LA ACLARACION DE OFICIO del error mater¡al consignado en el Artículo Primero de la
evolución de Gerencia N' 0865-2025 de lecha 3ll01/2025, siendo lo coffecto imponer la sanción por la

infracción de código M.02., En donde dice: ARTICULO PRIMERO: IMPONER al infractor HUAMAN
PALACIOS DENNIS RAI identificado con DNI N" 73192338Ia sanción de la MULTA EQUIVALENTE
AL 100%, vigente a la fecha del pago Y LA INHABILITACION DEFINITM PARA OBTENER LA
LICENCIA DE CONDUCIR por la infracción contenida en la Papeleta de Infracción al Tránsito - PIT No

2ó0841 de fecha 05/05/2024 con código de infracción M-0 l, del vehículo automotor con placa de rodaje

N' YIY865., DCbC dcCir: ARTÍCULO PRIMERO: IMPONER AI iNfrACtOr HUAMAN PALACIOS
DENNIS RAI identificado con DNI No 73192338 la sanción de la MULTA EQUIVALENTE AL 50%,

vigente a la fecha del pago Y LA SUSPENSION DE LA LICENCIA DE CONDUCIR POR UN PERIODO
DE TRES ANOS, QUE INICIA EL 0510512024 Y TERMINA EL 05/05/2027 por la infracción conlenida
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en la Papeleta de Infracción al Tránsito - PIT N" 260841 de fecha 05/05/2024 con código de infracción M-
02, del vehículo automolor con placa de rodaje No Y I Y865;

Respecto de la rectificación del error material advertido en Ia Resolución de Gerencia, corresponde

señalar que el numeral 212.1 del anículo 212 del Texto Único Ordenado de la Ley N.'27444, Ley del

Procedimiento Administrativo General, faculta a la Administración Pública a rectificar de oficio, en

cualquier momento y con efecto retroactivo, los errores materiales o aritméticos contenidos en sus actos

adm inistrativos, siempre que dicha rectificación no implique la modificación del contenido sustancial ni

del sentido de la decisión adoptada. En tal sentido, del examen integral de la Resolución de Gerencia materia

de análisis se advierte que, al momento de consignar el código de la infracción imputada, se incurrió en un

error material al señalarse el código "M.0l", cuando de la revisión de los antecedentes, actuados

administrativos y fundamentos que sustentan Ia decisión, resulta evidente que el código correcto

corresponde a la infracción "M.02". Dicha inconsistencia constituye un error de transcripción o expresión

que puede ser advertido mediante una simple constatación documenlal del expediente, sin necesidad de

ar una nueva valoración probatoria, reinterpretación normativa o modificación de los hechos que

nlaron la decisión administrativa. En consecuencia, la corrección del código de infracción no altera la

natura leza d,e la conducta infractora, la responsabilidad atribuida, la sanción impuesta ni los fundamentos
jurídicos que sustentan el acto administrativo, razón por la cual se configura plenamente el supuesto de

rectificación previsto en el artículo 212 del TUO de la Ley N." 27444. Por lo oue, en esle exlremo
(, ,s ll fenc t (l nde
ora l Itt L'ottt'onhtn fu enlre lu vol ,, d ,.r1 resudu su c0rtecl materiul

documenlal, nreservnnlo los orincioios de leeulitlad. verdad materiul v seguridad iurídica oue rieen lu
acluación ndminislralivo, oor lo oue en visto de elkt, esle suoerior ierártuico. resolveró. la nalidad del
aclo atlminisl¡alivo conlra lo Resolución de Gerencil N" 008ó5-2025-GTTSV-MPI erpo Resolución de

Gerencio N" 5097-202S-GTMU-MPL run respetto al fonlo del caso uue nos cita, si oeravian el inteñs
oíthlico o lesionon derecho"' furulamentales, en nresenle cuo:

Que de acuerdo con el mencionado, artículo 213.3 del TUO de la Ley 27444 "[...] para declarar la

nulidad de oficio de los actos adrn inistrativos prescriben en el plazo de 2 años contado a partir de la

notificación de la autoridad administrativa 1...f", oor lo oue visto ello, se tiene en consideración oo¡ este

superior ierdrouico, oue el plt nteomienlo de solicitud de nulidod del acto adntinistrttlivo, por el
adminislrqdo rceqryeqle, §c eleqc lq cten!¡o de los pltlzos yiEenle, pol lo que, corresqonde ser
consi erado u undizur y evaluur lo peticionulo:

Que, con Expediente Administrativo N" 0004753-26 de fecha29 de mayo del 2026, presenta escrito

solicitando Nulidad del Acto Administrativo, que recae contra la Resolución de Gerencia N" 00865-2025-

GTTSV-MPl y consiguientemente la Resolución de Gerencia No 5097-2025-CTMU-MPI, exponiendo sus

alegatos y medios probatorios de a su solicitud de nulidad del acto administrativo, POR LO OI]E ESTE

SUPERIOR JERÁROUICO TOMA EN CONSTDERA C!ÓN I-O§ EÁTREMO DE SIJ PETITORIq,

a
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A

B
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2.

SIN PERJUICIO DE SER EVALUADO EN SU TOTALIDAD, SUS ALEGACIONES Y MEDIOS
PROBATORIOS OUE VIENE EN OFRECER, expresando su pctlido, lo siguientc:

1.. PET|TORIO
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St¡licitar declarett la NULlDAD DE OFICIO de los actos udministrdlivos contenidos

97-202 7'MU-MPI L'

septiembre del 2025. NOTIFICADA el 30 de Setiembre del 2025. Ya oue contiene

CAUSA dev
de la Lev 27444. "la citada resolución N"5097:2025 le cqcnetcr fuc emitidq con lq

¿le tcor I error en lu resolución a no .subs¿ma

vicio oripinario, dado que no se trola de un simole error malerial. sino de nu
ue clo de

sentido dicha rectlficación constituve un acto viciudo de nulidad. al haberse los

Inc ios de le ti ici declurar
N(/LIDA D/ RESOLUCION DE GERENCIA N' 00865-2025-GTTSV-MPI de fecha

02 el ll de brero t2025
cáusale de vicio de nulidad previstos en los nunrcrules 1.2. del artículo l0 del TUO

de

indebid¿unente unu sanción al adminislrudo correspond¡ente a códico M-01. .sin

enbarso la PIT N" 260811. de fecha 05 de nwvo del 2021. consisna como conducta
infraclora el códipo M-02 evidenciando un error su.stancial al haberse incurriclo en

una incongruencia entre la i4fracción imnutuda ! lo sanción aplicada. vulnerando

e I de bido proc e d i mie nl o admin is t rat ivo.

PAPELETA DE INFRACCIÓN AL TfuiNSITO N" 260841, de fecha O5OÁ de mayo

ó»
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DE TRANSITO. APROBADO MEDIANTE DECRETO SUPREMO N" OI6.2009.
MTC lEN ADEUINTE. TUO DEL RETRAN), EN USO DEL VEHTCULO

AUTOMOTOR DE PLACA WICA DE RODAJE YIY865 CWA CONSECUENCIA
E

innA¡FNTO t'tFI p,4nn Á.li cn^nn I r' pFTpN/- InN nF i.4I Í IrFNt'tA l) 1.'

CONDUC]R Y LA INHABILITAC|ON DE TRES ANOS A MT PERSONA PARA

OBTENER OTRA LICENCIA DE CONDUCIR.

Cabe recalcar, que la figura de la alegación ha sido regulada como requisito indispensable solo para

aquellos procedimientos de gravamen para los administrado (por ejemplo, sancionadores,

fiscaliz¿ción, tributarios, etc.), en los que la autoridad deberá otorgar vista de la causa por un lapso no

menor de cinco días para presentar su alegato a manera de apreciación final sobre lo actuado, bajo la
pena de producir indefensión e invalidar la decisión final;

Para su ejercicio de lo mencionado reviste trascendencia el factor oporhrnidad, ya que, con el fin de

no sustraer al conocimiento de los interesados, ninguna de las piezas o actos procesales integrantes del

expedienle y que serán estimados para pronunciar la decisión, debe permitirse su ejercicio dentro del
periodo que se extiende a partir de la última actuación instructiva (generalmente, la prueba) hasta el
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momento inmediatamente anterior al pronunciamiento de la decisión administrativa. Teniendo esta

finalidad, el alegato nos revela mayor importancia por cuanto brinda la opción para replicar las

argumentaciones de la contraparte y reforzar los propios fundamentos de hecho o de dereclro, en cuanto

hayan sido contestados, mejorando sus posibilidades de éxito;

Siendo que, la alegación debe concentrarse en analizar y presentar sistemáticamente las pretensiones

planteadas en el procedimiento, en la sustentación razonable de cómo lo actuado (fundamentalmente,

la prueba) abona en favor de lo pretendido, así como en una sinlesis de las apreciaciones conclusivas

expuestas de modo tal que este documento bien puede auxiliar al administrador para formular su

decisión;

Que, por lo alegatos vertidos y de las pruebas ofrecidas, por parte del administrado recurrente este

superior j erárqu ico toma en consideración, que Ia Papeleta de Infracción al Tránsito (PIT) constituye

un documento en el cual se plasman los hechos constatados por la autor¡dad competente, sirviendo

como sustento para el inicio del correspondiente Procedimiento Administrat¡vo Sancionador. En tal

sentido, dicho documento debe reflejar la veracidad y coherencia de los hechos, conforme a la
normativa vigente;

Sin embargo, en el presente caso, se advierte que los hechos descritos en la PIT N." 260841 no han

sido debidamente corroborados, conforme se desprende del Acta de Intervención Policial N'247,
obrante en autos. Dicha acta no guarda relación con los hechos descritos en Ia papeleta referida, por lo
que esta última carece de los reqLrisitos de validez exigidos por la normativa aplicable;

Específicamente, el Acta de lntervención Policial N' 247, señala que la intervención ocunió el día

05/05/2024, desde las 05:55 hasta las 07: I 0 horas, indicándose lo siguiente: se aprecia que se plasma

en el presente acta las siguientes acciones del evento policial, "ASIMISMO SE COMUNICO VIA
TELEFONICA AL FISCAL DE TURNO LA DETENCION DE LA PERSONA DE HUAMAN
PALACIOS DENNIS RAI",'SIENDO PUESTO A DISPOSICION EN CALIDAD DE DETENIDO
A LA SIAT PNP ICA", por lo que estando a lo descrito en el acta de intervención policial N' 247, se

plasma acciones realizadas por personal de la PNP, siendo que, en ningún extremo, se manifiesla
haberse aperturado el procedimiento administrativo sancionador con imposición de la PIT N' 260841,

que se estime conveniente;

No obstante, al verificarse la PIT N." 260841 , se constata que NO ha sido llenada correctamente en el

apartado correspondiente a la "fecha y hora" de la infracción. Tal como fue argumentado en el escrito

de recurso impugnatorio de apelación contra el acto administrativo interpuestos por el administrado,

dicho recuadro fue llenado de forma posterior, mas no en sitio, donde se detectó la infracción, lo cual

puede corroborarse con los medios probatorios aportados por el recurrente "el parte policial N" 247";

En efecto, la fecha y hora que se plasman en la PIT N." 260841 (*0510512024", "t2:00"), no guardan

correspondencia con Io consignado en el Acta Policial N'247, siendo que el rango horario del acta

policial se indica que se dio inicio a las 05:55 y culmina a las 07:10, pues visto ello no se apreció el

inicio de la activ¡dad policial como se refiere el acta de intervención policial en mención, lo cual se
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evidencia una acción subjetiva, al no precisar la hora exacta del inicio de la actividad policial por lo
que en esa línea de acción y en relación a lo plasmado en la PIT en mención, se recae en un vicio en

el procedimiento administrativo sancionador;

Adicionalmente, se advierte que se aprecia otros vicios, de la PIT en mención, siendo estos: La

descripción de la conducta infractora se encuentra incorrecta e incompleta, pues en el recuadro

correspondiente se indica: 'CONDUCIR CON PRESENCIA DE ALCOHOL EN LA SANGRE EN

PROPORCION MAYOR A LO PREVISTO EN EL CODIGO PENAL", cuando debió consignarse la

siguiente descripción correcta conforme a lo que se describe en la tabla de infracciones del MTC:
..CONDUCIR CON PRESENCIA DE ALCOHOL EN LA SANCRE EN PROPORCIÓN MAYOR A

O PREVISTO EN EL CÓDICO PI]NAL, O BAJO LOS TJFECTOS DE ESTUPEFACIENTES,

ARCÓTICoS Y/o ALUCINóCENOS COMPROBADA CoN EI- EXÁMEN RESPECTIVO o
B.

-iPo
.c. o

R NEGARSE AL MISMO Y QUE HAYA PARTICIPADO DE UN ACCIDENTE DE

ANSITO." Los datos del testigo, prueba del testigo y firma del testigo se encuentran incompletos

usentes. El efectivo policial que figura como responsable de emitir la PIT N." 260841 es el PNP

CROBER ABDEL ANTIZANA LARREATECUI, con CIP N." I 1660322, perteneciente a Ia unidad

COM - ICA - SIAT, quien no participó en Ia intervención según el Parte Policial, menos aún consigna

pertenecer en Ia Unidad UTSEVI-PNP muy por el contrario falsea la verdad de los hechos, por cuanto

al haber llenado falseando a la verdad el recuadro de Información adicional sobre Ia infracción PIT N.o

260841 de código M.02 al haber ha consignado *AV. HUACACHINA", por lo que según Parte

Policial "el administrado recurrente ya había sido trasladado a la COMISARIA DE ICA EN LA
SECCION DE LA SIAT para las diligencias correspondientes", como se visualiza en la PIT antes

mencionada, en el extremo de "lnformación adicional sobre la infracción". Por lo que se identifica al

interviniente PNP COMEZ LOBO PEDRO Y PNP EDCARDO ANTHONY ANGULO
MACAZANA, quien realmente participa en la actividad policial, por lo que es claramente identificado
que fue impuesta en las instalaciones de la COMISARIA DE ,CA'

En los supuestos en que se ejecuten acciones de fiscalización mediante operativos programados o

coordinados, estas deberán desarrollarse conforme a los alcances previstos en el artículo 2 y siguientes

del Decreto Supremo N.o 028-2009-MTC, que aprueba el Procedimiento de Detección de lnfracciones
al Tránsito Terrestre por parte del efectivo policial competente en el ámbito urbano. En ese contexto,

se entiende por operativo programado aquel ejecutado por la División de Policía de Tránsito de la
Policía Nacional del Perú o por las unidades policiales encargadas del control del tránsito; mientras
que el operativo coordinado es aquel realizado con la participación de otras autoridades que

acompañan a la Policía Nacional del Perú, tales como el Ministerio Público, entre otras entidades

competentes. La finalidad de estas intervenciones no solo radica en verificar el cumplimiento de las

normas de tránsito en el ámbito urbano, sino también en prevenir o detectar la eventual comisión de

ilícitos penales en la vía pública. Para la validez de dichas acciones de fiscalización, estas deben

sustentarse en un documento que autorice la intervención correspondiente comúnmente denominado

"orden de operativo" o, en su defecto, debe poder identificarse a la autoridad que dispuso su ejecución,

conforme a lo establecido en el artículo 3 del citado Decreto Supremo N." 028-2009-MTC;
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Una vez detectadas infracciones cuya constatación no resulta perceptible de manera inmed¡ata para

terceros, el efectivo policial competente deberá levantar in situ la correspondiente Papeleta de

lnfracción al Tránsito (PIT), consignando la totalidad de los datos exigidos por el artículo 126 del

Texto Único Ordenado del Reglamento Nacional de Tránsito. Particular relevancia reviste la

consignación precisa del lugar de la infracción, con la referencia correspondiente, así como de la fecha

y hora exactas de la intervención. Del mismo modo. tratándo.re rle actlon s de ffscalización realizadas

mediante oDera! ivos proeramado.s o coordinados, deberá consipnarse en el rubro de observaciones

de la PIT el número del documenlo que ouloriza la ucción de liscalización o. en su defecto. la
identilicación de la uul idad aue dispuso el operutivo. conft¡rme a lo previsto en el numeral 1.2 clel

Pno el Decrelo N." 02

bi dimiento adnio
event ua I e s cue sl ionami e n¡ os re s

Que, toda vez que este superior jerárquico ha podido verificar que los actuados no se ajustan a la
realidad de los hechos conforme ha quedado acreditado en el presente expediente, resultando necesario

determinar si la responsabilidad administrativa se configura desde el inicio del procedimiento

administrativo sancionador, particularmente desde la emisión e imposición de la PIT antes mencionada

por parte del efectivo policial que la suscribe, y/o si existió algún grado de responsabilidad por algún

servidor y/o funcionario, por parte de la administración de esta entidad ed¡1, al momento de tomar

conocimiento de la apertura del procedimiento adminisfrativo sancionador (PAS) y no haber realizado

la verificación correspondiente DE UNO DE LOS REQUISITOS DE VAI.IDEZ DEL ACTO
INICIAL, ya que en el presente caso se ha podido verificar que no es solo uno de ellos, siendo el

mencionado es el más gravoso, y el que amerita una investigación competenle, además de recaer

responsabilidad por el electivo PNP quien emite el llenado y ñrma de la presente PIT N" 260841,

dándose claramente a posterior d€ la intervención policial, por lo que de ser pertinente, correr traslado

de oficio ante inspecloría de la PNP, y/o de considerarse una figura jurídica penal, correr traslado al

Procurador Público de Ia MPl, para que de acuerdo a sus atribuciones y competencia, tome las acciones

legales pertinentes;

}

Este fragmenlo se alinea con el principio de legalidad y de verdad material presente en muchos

ordenamientos jurídicos de tradición continental (como el colombiano, peruano, mexicano, entre

otros):

La oficialidad de la prueba rompe con la pasividad deljuez o funcionario administrativo, dándole

un rol activo en la indagación de los hechos.

Es un principio que tiene especial relevancia en procedimientos administrativos sancionadores,

donde debe garantizarse el debido proceso y una decisión sustentada en hechos reales, no solo en

lo aportado por las pañes.

Finalidad: evitar decisiones injustas por omisión probatoria o por falta de iniciativa de los

administrados.
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En la praxis la Aplicacién práctica, En procedimientos adm ¡nistrativos:

La autoridad puede y debe decretar pruebas de oficio

Si el expediente está incompl€to o ma¡ sustentado, no puede simplemente fallar en contra del

administrado sin antes haber intentado esclarecer los hechos.

Esto protege al administrado y mejora la calidad de las decisiones públicas.

Conforme al principio de verdad material, recogido en el artíct¡lo IV del Título Preliminar de la Ley
N.' 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General, la Administración Pública se encuentra

obligada a verificar plenamente los hechos que sirven de sustento a sus decisiones, priorizando la
realidad efectiva por encima de las meras formalidades. Dicho principio impone a la autoridad el deber

. de adoptar todas las medidas necesarias para esclarecer los hechos, incluso actuando pruebas de oficio
\-ouando 

corresponda, sin limitarse únicamente a lo aportado por los arlministrados.

Este entendimiento ha sido desarollado en la doctrina administrativista, entre otros, por Carlos Morón
Urbina, quien señala que la Administración no debe conformarse con los elementos presentados por

las partes, sino que debe realizar todas las diligencias indispensables para alcanzt Ia verdad material,

la cual prevalece sobre la verdad formal en el procedimiento administralivo. En consecuencia, la

autoridad tiene la obligación de verificar, contrastar y complementar la información existente a fin de

emitir una decisión ajustada a la realidad fáctica.

En atención a ello, corresponde que la Administración evalúe integralmente los hechos y actúe las

pruebas pertinentes que permitan esclarecerlos plenamenle, garantizando así que la resolución a emitir
respete el citado principio y observe el debido procedimiento administrativo.

Que, asimismo, corresponde tener en consideración que se debe correr traslado de los actuados, a la

Secreta¡ía Técnica del Régimen Disciplinario y del Procedimiento Sancionador, conforme a lo

establecido en la Ley N.'30057, Ley del Servicio Civil, a fin de que dicha instancia actúe dentro del

ámbito de sus competencias y proceda a evaluar el eventual deslinde de responsabilidades

administralivas que pudieran corresponder.

En consecuencia, se solicita se proceda conforme a las atribuciones conferidas a dicha Secretaría

Técnica, a fin de determinar las acciones administrativas que correspondan, garantizando así el respeto

de los principios de legalidad, verdad material, debido procedimiento y control de legalidad dentro del

marco normativo vigente;

Por su pafe, el Artículo 326" del Decreto Supremo N" 016-2009-MTC, Ia ausencia y error de

cualquiera de los campos, (en la papeleta de infracción), estará sujeta a las consecuencias jurídicas

señaladas en el numeral 2)del artículo l0'delaLeyN'2'l444,Leydel Procedimiento Administrativo
General, modificado mediante Decreto supremo No 004-201 9-JUS, textualmente ha determinado que,

"Son vicios del acto administrativo que causan su nulidad de pleno derecho" lo siguiente,2) El defecto
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o la omisión de alguno de sus requisitos de validez; De acuerdo a ello solicita la nulidad de la
resolución cuestionada y de la papeleta impuesta en su contra. Al respecto, el Decreto Supremo No

004-2020-MTC que aprueba el Reglamento del Procedimiento Administrativo Sancionador Especial

de Tramitación Sumaria en Materia de Transporte y Tránsito Terrestre, en su artículo 8o establece:

"Son medios probatorios las Actas de Fiscalización; las Papeletas de Infracción de Tránsito.

Corresponde al administrado, aportar los elementos probatorios que desvirtúen los hechos que se le

impute. El tenor de la norma en comentario le brinda la calidad de medio probatorio a las papeletas de

infracción y a los informes que emiten los organismos públicos (MTC y otros), los mismos que admiten

prueba en contrario, es decir, Ios administrados pueden probar la inexistencia de un hecho o derecho,

aportando nuevos elementos probatorios;

Que, a lo señalado en el Decreto Supremo N'016-2009-MTC, en su artículo 327o numeral l, Para la

imposición de la papeleta por infracción detectada en la vía pública el efectivo de la Policía Nacional

del Perú debe:

a) ordenar al conductor que detenga el vehículo; acto seguido se debe acercar a la ventanilla del lado

del conductor. Por ningún motivo el conductor debe bajarse del vehículo.

c) indicar al conductor el código y descripción de la(s) infracción(es) detectada(s).

d) consignar la información en todos los campos señalados en el artículo l26o del presente reglamento,

en la papeleta de infracción que corresponda por cada infracción detectada.

e) solicitar la firma del conductor

f) devolver los documentos al conductor, conjuntamente con la copia de la papeleta, concluida la

intervención.

g) dejar constancia del hecho en la papeleta, en caso la persona intervenida se niegue a ñrmar la misma

En ambos casos se entenderá debidamente notificada la papeleta de infracción al conductor.

Que, ante la sospecha de la intoxicación de bebidas alcohólicas, el efectivo policial deberá proceder

conforme a lo previsto en el artículo 94o del Decreto Supremo No 016-2009-MTC, el cual señala: que

el conductor está obligado a someterse a las pruebas que le solicite el Efectivo de la Policía Nacional
del Perú, asignado al control del tránsito, para determinar su estado de intoxicación por alcohol, drogas,

estupefacientes u otros tóxicos, o su idoneidad, en ese momento, para conducir. Su negativa establece

la presunción legal en su contra;

Que, a lo señalado en el alículo 307o del Decreto Supremo N'016-2009-MTC, el efectivo policial
podrá exigir al intervenido que se someta a una serie de pruebas, como el test "HOGAN" y/o
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PRUEBAS DE COORDINACIÓN y/o EQUILIBRIO, el uso de alcoholímero y otros, para determinar

la presencia de intoxicación por cualquier suslancia que le irnpida la coordinación. Su negativa

establece la presunción legal en su contra;

Que, el artículo 7o del Decreto Supremo N'016-2009-MTC, sobre la competencia de la Policía

Nacional del Perú, en materia de tránsito terrestre, es a través del efectivo asignado al control del

tránsito o al control de carreteras, de conformidad con el presente Reglamento;

Que, por tal motivo de los medios probatorios que forman parte del presente acto administrativo y de

los fundamentos expuesto, se puede determinar que las papeletas de infracción al tránsito de código

de infracción M-01 y M-02, se imponen en el Día, Lugar y Hora de la intervención policial, por el

efectivo policial asignado a Ia Unidad del Control del Tránsito;

Por su parte, el artículo 9'de la Ley N'27783 "Ley de Bases de la Descentralización" respecto a la

dimensión de las autonomías señala: 9.1 . Aulonomía política: es la facultad de adoptar y concordar las

políticas, planes y normas en los asuntos de su competencia, aprobar y expedir sus normas, decidir a

través de sus órganos de gobierno y desarrollar las funciones que le son inherentes 9-2. Autonomía

administrativa: es la facultad de organizarse intemamente, determinar y reglamentar los servicios
públicos de su responsabilidad. 9.3. Autonomía económica: es la facultad de crear, recaudar y

administrar sus rentas e ingresos propios y aprobar sus presupuestos institucionales conforme a la Ley
de Gestión Presupuestaria del Eslado y las Leyes Anuales de Presupuesto. Su ejercicio supone

reconocer el derecho a percibir los recursos que les asigne el Estado para el cumplimiento de sus

funciones y competencias;

Al respecto el artículo IV del título preliminar del texto único ordenado de la ley N' 27444 - ley del
procedimiento administrativo general, aprobado por el decreto supremo No 004-201 9- JUS, señala los

principios del procedimiento administrativo. Por lo que, tomando en cuenta para el presente caso son

tomados en consideración y subsumidos con la finalidad de velar por derechos y obligaciones de ambas

partes en la presente causa, siendo eslos los siguientes:

Principio de legalidad. - Las autoridades administrativas deben actuar con respeto a la Constitución,
la ley y al derecho, dentro de las facultades que les estén atribuidas y de acuerdo con los fines para los

cuales les fueron conferidas.
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Que, una vez de someter al infractor a una serie de pruebas o su negativa a pasarlas, procederá

conforme a lo previsto en el artículo 328o del Decreto Supremo No 0l 6-2009-MTC, en la cual señala:

La persona que presuntamente se encuentre bajo los efectos del alcohol o de sustancias estupefacientes

y haya sido detectada conduciendo un vehículo será conducida por el Efectivo de la Policía Nacional

interviniente, para el examen etílico o toxicológico correspondiente. En caso de resultar positivo el

examen etílico o toxicológico, se debe proceder de acuerdo con lo señalado en el presente Reglamento

para la aplicación de la sanción correspondiente;
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Principio del debido procedimiento. - Los administrados gozan de todos los derechos y garantías

inherentes al debido procedimiento administrativo, que comprende el derecho a exponer sus

argumentos, a ofrecer y producir pruebas y a obtener una decisión motivada y fundada en derecho.

Principio de eficacia. -

El principio de eficacia se refiere a los resultados realmente logrados por la Administración Pública;

se dice que una administración es eficaz si logra alcanzar los resultados que se propuso, Todo
procedimiento administrativo debe lograr su finalidad, evitando dilaciones indebidas. En virtud del

rincipio de eficacia, las autoridades buscarán que los procedimientos logren su finalidad y, para el

fecto, removerán de oficio los obstáculos puramente lormales, evitarán decisiones inhibitorias,

ilaciones o retardos y sanearán las irregularidades procedimentales que se presenten, en procura de

la efectividad del derecho material objeb de la actuación adminislrativa

Principio de verdad material. -

La Administración Pública investigará Ia verdad material en oposición a la verdad formal que rige el

procedimiento civil. En el procedimiento, la autoridad administrativa competente deberá verificar
plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual deberá adoptar todas las

medidas probatorias necesarias autorizadas por Ia ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los

administrados o hayan acordado eximirse de ellas. La Administración está obligada a ajustarse a la
verdad material de los hechos, sin que la obliguen los acuerdos entre los interesados acerca de tales

hechos ni la exima de investigarlos, conocerlos y ajustarse a ellos, la circunstancia de no haber sido

alegados o probados por las panes.

Principio de buena fe. -

En la relación de los particulares con la Administración Pública se presume el principio de buena fe.

La confianza, la cooperación y la lealtad en la actuación de los servidores públicos y de los ciudadanos,

orienta¡án el procedimiento administrativo. En virtud del principio de buena f'e, las autoridades y los

particulares presumirán el comportami€nto leal y fiel de unos y otros en el ejercicio de sus

competencias, derechos y deberes. La buena fe se presume, la existencia de la mala fe se prueba.

Principio de informalismo. -

La inobservancia de exigencias formales no esenciales por parte del administrado, que puedan ser

cumptidas posteriormente, podrán ser excusadas y ello no interrumpirá el procedimiento

administ¡ativo. Las normas del procedimiento deben ser interpretadas en forma favorable a la admisión
y decisión final de las pretensiones de los administrados, de modo que sus derechos e intereses no sean

afectados por la exigencia de aspeclos formales que puedan ser subsanados dentro del procedimiento,

siempre que dicha excusa no afecte derechos de terceros o el interés público;
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Por lo que en este extremo este Superior Jerárquico advierte que, corresponde precisar, en primer

término, que el agotam¡ento de la vía administrativa no constituye una barrera absoluta que impida a

la propia Administración Pública revisar Ia juridicidad de sus actos cuando advierta la existencia de

vicios trascendentes que afecten su validez. Por el contrario, dentro del marco del principio de

legalidad, juridicidad y autotutela administrativa, las entidades públicas conservan la potestad

excepcional de autoevaluar sus propias decisiones y, de ser el caso, declarar la nulidad de oficio de

aquellos actos administrativos emitidos con infracción del ordenamiento jurídico, aun cuando estos

hubiesen adquirido lirmeza administrativa mediante una resolución que agotó la vía administrativa;

En tal sentido, debe tenerse presente que el agotamiento de la vía administrativa únicamente determina

la culminación de los mecanismos ordinarios de impugnación previslos para los administrados dentro

de la estructura jerárqu ica de la entidad, cerrando asi la posibilidad de continuar cuestionando el acto

mediante recursos administrativos ordinarios; sin embargo, dicha circunstancia no convierte

automáticamente al acto administrativo enjurídicamente intocable ni sanea vicios de nulidad absoluta

que afecten elementos esenciales de validez;

En consecuencia, la existencia de una resolución que agotó la vía administrativa no elimina ni extingue

la potestad extraordinaria de autotutela administrativa reconocida legalmenle a la entidad, toda vez

que la firmeza del acto administrativo no tiene efectos convalidatorios sobre vicios graves de nulidad

absoluta. La estabilidad de los actos administrativos no puede entenderse desligada del deber

permanente de la Administración de preservar la juridicidad de sus actuaciones y depurar del

ordenamiento jurídico aquellos actos incompatibles con la Constitución, la ley o el debido

procedim iento adm inistrativo;

Ahora bien, resulta necesario delimitar adecuadamente la diferencia entre la nulidad promovida por el

admin¡sfado --{enominada doctrinariamente nulidad de parte- y la nulidad de oficio ejercida por la
propia Administración, dado que ambas instituciones poseen naturaleza jurídica distinta y no pueden

ser confundidas;
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Interpretar que la firmeza administrativa genera inmunidad absoluta del acto implicaría admitir que la

Administración Pública se encuentre obligada a mantener indefinidamente decisiones manifiestamente

ilegales únicamente por haber culminado la via recursiva, situación incompatible con el principio de

legalidad previsto en el articulo IV del Título Preliminar del TUO de la Ley N." 21444, conforme al

cual toda actuación administrativa debe sujetarse estrictamente al ordenam iento jurídico vigente;

Precisamente por ello, el artículo 213 del TUO de la Ley N." 2'7444, aprobado mediante Decreto

Supremo N." 004-2019-JUS, y su modificatoria Decreto Supremo N." 00ó-2026-JUS, reconoce

expresamente la facultad de la Administración para declarar la nulidad de oficio incluso respecto de

actos administrativos firmes o consentidos, siempre que concurran las causales de nulidad previstas en

el artículo l0 del citado cuerpo normativo y se verifique afectación al interés público o vulneración de

derechos fundamentales.
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La nulidad de parte constituye un mecanismo impugnatorio promovido por iniciativa del administrado,

mediante el cual este cuesliona la validez de un acto administrativo por considerar que vulnera sus

derechos o intereses legítimos, Su ejercicio se encuentra sujeto a los requisitos, plazos y reglas

procedimentales de los recursos administrativos regulados en la Ley N." 27444, tales como

reconsideración, apelación o revisión, según conesponda;

En cambio, la nulidad de oficio constituye una potestad excepcional de autotutela administratrva

ejercida directamente por Ia entidad pública en defensa del principio de legalidad y del interés público,

aun cuando no exista petición de pate o incluso cuando el acto administrativo ya hubiese adquirido

firmeza administrativa. Su finalidad no radica en satisfacer un interés subjetivo del administrado, sino

en restablecer la juridicidad vulnerada y evitar la permanencia de actos manifiestamente inválidos

dentro del ordenam iento jurídico:

No obstante, ello no significa que ambas figuras sean absolutamente incomunicables. Jurídicamente

resulta posible que un pedido formulado por el administrado, incluso luego de agotada la via

administrativa, constituya un medio de advertencia o un elemento desencadenante para que la propia

Administración advierta la existencia de vicios trascendentes de nulidad y, en ejercicio autónomo de

su potestad nulificante, evalúe la procedencia de una nulidad de oficio;

En dicho escenario, corresponde efectuar una precisión técnica relevante: el pedido del administrado

no "convierte" automáticamente la nulidad de parte en nulidad de oficio. Lo jurídicamente correcto es

afirmar que Ia solicitud presentada por el administrado puede servir como mecanismo de conocimiento
para que la entidad detecte posibles vicios de nulidad absoluta; sin embargo, la eventual declaración

de nulidad de oficio no nace del derecho recursivo del administrado --el cual puede incluso

encontrarse agotado, consentido o extemporáneo- sino directamente de la potestad excepcional

conferida por ley a la Administración Pública;

Por consiguiente, aun cuando un recurso administrativo resulte improcedente, extemporáneo o haya

existido previamente una resolución que agotó la vía administrativa, la entidad conserva intacta la

facultad excepcional de evaluar de oficio Ia juridicidad del acto administrativo si adviete
objetivamente la existencia de vicios graves que comprometan el principio de legalidad, el debido

procedimiento o el interés público;

Sin embargo, dicha potestad no posee carácter irrestricto ni discrecional absoluto. La nulidad de oficio
constituye una medida excepcional y de aplicación restrictiva, razón por la cual únicamente puede

ejercerse cuando concurran copulativamente los requisitos establecidos en el artículo 2 l3 del TUO de

la Ley N." 27444:

En primer lugar, debe verificarse la existencia de una causal de nulidad prevista expresamente en el

artículo l0 de la LPAG, tales como Ia contravención a la Constitución, la ley o normas reglamentarias;

la emisión del acto por órgano incompetente; la omisión de requisitos esenciales de validez; la

vulneración del debido procedimiento; la inexistencia o insuficiencia absoluta de motivación; o la
emisión del acto prescindiendo totalmente del procedimiento legalmenle establecido;
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En tercer lugar, debe respetarse el plazo legalmente establecido para el ejercicio d€ la potestad

nulificante, el cual, conforme al artículo 213 del TUO de la Ley N.' 27444, asciende a dos años

contados desde que el acto administrativo quedó consentido o adquirió firmeza administrativa;

En cuarto lugar, la declaración de nulidad de oficio exige el respeto irrestricto del debido

procedimiento administrativo, Io cual implica otorgar derecho de defensa, contradicción y
participación a los administrados potencialmente afectados por la eventual invalidez del acto;

Finalmente, la motivación de la nulidad de oficio debe ser especialmente reforzada, clara y objetiva,
identificando expresamente cuál es el vicio configurado, qué norma ha sido vulnerada, de qué manera

dicho defecto afecta Ia validez esencial del acto administrativo y cuál es la afectación concreta al

interés público quejustifica expulsar el acto del ordenam iento j uríd ico;

En ese contexto, jurídicamente resulta válido concluir que la existencia de una resolución que agoló Ia

vía administrativa no impide a la entidad ejercer su potestad excepcional de autotutela administrativa

mediante la nulidad de oficio, siempre que dicha actuación se encuentre debidamente suslentada en las

causales previstas en el artículo l0 del TUO de la Ley N." 27444, observe estrictamente los requisitos

establecidos en el artículo 213 del mismo cuerpo normativo y responda efectivamente a la necesidad

de preservar el principio de legalidad y la juridicidad de la actuación administrativa;

Que, la Nulidad de un acto administrativo puede ser declarada o como consecuencia de la interposición
de un recurso impugnatorio o de oficio, cuando es la propia autoridad la que ante la necesidad de

satisfacer el interés general respetando el principio de juridicidad observa su propia actividad e

identifica un vicio que es tan grave que no cabe otra opción más que eliminar al acto emitido y
extirparla del ordenamiento jurídico: este supuesto es regulado en el artículo 213.1 del TUO de la Ley
N" 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo N" 004-

2019-jus, que establece: "En cualquiera de los casos enumerados en el Artículo 10, puede declararse

de oñcio la nulidad de los actos administrativos aun cuando hayan quedado ñrmes, siempre que

agraven el interés público o lesionen derechos fundamentales.,2l3.2 Ia nulidad de oficio solo puede

ser declarada por el funcionario jerárquico superior al que expidió el acto que se invalida. Si se tratara

de un acto emitido por una autoridad que no está sometido a subordinación jerárquica, la nulidad es

declarada por resolución del mismo funcionario. Además de declarar la nulidad, la autoridad puede

resolver sobre el fondo del asunto de contarse con los elementos suficientes para ello. En este caso,

este extremo sólo puede ser objeto de reconsideración. Cuando no sea posible pronunciarse sobre el

fondo del asunto, se dispone la reposición del procedimiento al momento en que el vicio se produjo (-

)". Que, en relación con las causales de nulidad de un acto administrativo, el Artículo l0 del TUO de

t.
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En segundo lugar, debe acreditarse que el acto administrativo agravia el interés público o afecta

derechos fundamentales, exigencia que const¡tuye uno de los principales límites materiales de la
nulidad de oficio. En consecuencia, la Administración no puede revisar actos firmes únicamente por

discrepancias interpretativas, cambios de criterio o nuevas valoraciones subjetivas de conveniencia

administrativa;
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la Ley N' 2'1444, "Ley del Procedimiento Administrativo Ceneral" aprobado mediante Decreto

Supremo N'004-201g-JUS, precisa: "Causales de nulidad. Son vicios del aclo administralivo, que

causan su nulidad de pleno dereclro, Ios siguientes: l. La contravención a la Constitución, a las leyes

o a las normas reglamentarias. 2. El defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez, salvo

que se presente alguno de los supuestos de conservación del acto a que se refiere el artículo 14.3. Los

áctos expresos o los que resulten como consecuencia de la aprobación automática o por silencio

administrativo positivo, por los que se adquiere facultades, a derechos, cuando son contrarios al

ordenamiento jurídico, o cuando no se cumplen con los requisitos, documentación o trámites

esenciales para su adquisición.4. Los actos administrativos que sean constitutivos de infracción penal,

o que se dicten como consecuencia de esta;"

Por lo que es de entenderse, que el Art. 213.2 La nulidad de oficio solo puede ser declarada por el

funcionario jerárquico al que expidió. Según Ponce y Muñoz citaron a García de Enterría y Baca

Onetto, para retratar Ia esencia de la nulidad de pleno derecho, Ia cual ajuicio de estos autores radica

en su trascendencia general por cuanto dejan la afectación de interés personales y trascienden a la
repercusión sobre el interés general. De esta manera, que el interesado consienta el acto, no lo
convalida, en tanto que nadie puede consentir un acto que sobre pasa su propia esfera individual y

trasciende al ámbito de lo general. En esa misma línea, la nulidad de oficio sejustifica:

Que el numeral ll.l y I 1.2 del Artículo I I del TUO de Ia Ley N'27444, "Ley del Procedimiento

Administrativo Ceneral" aprobado mediante Decreto Supremo No 004-20 l9-JUS. Prescribe: "Artículo
I l.- Instancia competente para declarar la Nulidad.- I l.l Los administrados plantean Ia nulidad de los

actos administrativos que les conciernan por medio de los recursos administrativos previstos en el

Título III Capitulo II de la presente Ley. ll.2 La nulidad de oflcio será conocido y declarada por la

autoridad superior de quien dictó el acto. Si se tratara de un acto dictado por una autoridad que no está

sometida a su bord inac ión jerárqu ica, la nulidad se declarará por resolución de la misma autoridad. La

nulidad planteada por medio de un recurso de reconsideración o de apelación será conocida y declarada

por la autoridad competente para resolverlo I I .3 La resolución que declaro la nulidad dispone, además

lo conveniente para hacer efectiva la responsabilidad del emisor del acto inválido, en los casos en que

se advierta ilegalidad manifiesta, cuando sea conocida por el superiorjerárquico;

Que, ante la constatada invalidez del acto administrativo surge como directa consecuencia la nulidad,

entendida como el castigo jurídico para los actos incursos en alguna causal que priva de sus efectos
jurídicos que el acto estaba llamado a producir, por ende, no habrá nulidad si el vicio no es constatado

y declarado. En ese contexto, son elementos de validez de un acto administrativo: la competencia,

objetivo o contenido, finalidad pública, motivación y procedimiento regular. Por tanto, el vicio en la

regularidad del procedimiento exigido radica en la necesidad de identificar cuando nos encontramos

frente a la carencia de una "norma esencial procedimiento" y distinguirla de la prescindencia de normas

no esenciales del procedimiento, que a contrario sensu no conducirá a la sanción de nulidad, señala

Morón Urbina que existe tal vicio cuando, un acto administrativo es emitido a través de un

procedimiento distinto al legalmente establecido-aunque coincida parcialmente con este cuando se

om ita un trámite obligado por alguna disposición legal o derivados del debido proceso (por ejernplo,

carecer de algún dictamen preceptivo antes de la decisión, de las formas de votación calificada en los

-\

o

\rt'rrirla Nlrrrrici¡ralirlarl N' l82 - I(lA 'li:lí'li,rro: 036-22982+ rvu w.rrrtrrri it a.golr.¡rt'



W

MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE

lcA

órganos colegiados, o privar del derecho al debido proceso); y, cuando se dicte alguna resolución

faltando totalmente al procedimiento del cual debiera derivarse. Obviamente este caso es el más grave,

porque no se trata de haberse afectado algún trámite previsto en la ley, sino de la falta absoluta del

procedimiento administrativo imperativo para generar el acto, de tal manera que la autoridad expide

una decisión desprovista totalmente de juridicidad;

Que, el numeral ll.3 del artículo ll del TUO de Ia Ley N" 27444, Ley del Procedimiento

Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo N" 004-2019-JUS, prescribe: 7) ll.3 La
resolución que declara la nulidad dispone, además lo conveniente para hacer efectiva la
responsabilidad del emisor del acto inválido. (..);

Que, respecto al artículo I 39o inciso 3o de la Constitución, cabe considerar que la tutela jurisdiccional

efectiva, es un derecho de las personas para que se haga justicia en sus casos concretos y se resuelvan

sus problemas, lo que en el caso de los procesos judiciales de Nulidad de Resolución o acto

administrativo supone el cumplimiento sin condicionantes por parte de Ios funcionarios encargados de

cada Municipalidad, de lo dispuesto en una sentenciajudicial que resuelva un conflicto o controversia
jurídica sobre la materia. La importancia de la tutelajurisdiccional efectiva está vinculada con acreditar

la verdad de los hechos y derecho aplicable, ello es resaltado por el Tribunal Constitucional en el

expediente N. 2488-2002-HC/TC, sentencia del l8 de marzo de 2004, en la cual ha señalado lo
siguiente: "21. No es posible garantizar el derecho a la verdad, ni ningún otro derecho, si no existe

tutelajudicial efectiva. El derecho a la tutelajudicial efectiva, reconocido por nuestra Constitución en

su artículo 139.3, cobra especial relevancia ante casos de violaciones de los derechos humanos, dada

su naturaleza de medio de protección de los derechos y de contradictor de la impunidad. Este sentido

del derecho a la tutela judicial efectiva ya está previsto en el artículo 3, literal "a" del Pacto

Intemacional de Derechos Civiles y Políticos, que establece que Toda persona cuyos derechos o

liberrades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo".
Asimismo, la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece, en su artículo 25.1, que

Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los
jueces o tribunales compelentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales

reconocidos por la Constitución, la ley o Ia presente Convención";

Que, debemos rescatar la enorme importancia del derecho a acceder a una tutelajurisdiccional efectiva,
ya que ello permite acceder a otros derechos, como el derecho a tener una decisión justa en

procedimiento administrativo, asi como otros derechos cuando estamos frente a la necesidad de

corregir información que consta en Ios archivos o registros de las propias Municipalidades, como seria

el caso de corregir o declarar la Nulidad a un acto administrativo;

Que, en ese sentido debemos entender que un acto administrativo, que viola, desconoce o lesiona un

derecho o interés legítimo, debe ser tomado por la administración para subsanar el posible vicio que

aqueja a uno de sus actos, para poder revisar el acto administrado emitido, ya que, debemos tener en

cuenta que aun la administración mejor organizada e intencionada es susceptible de incurrir en error,
o por los menos de dictar actos objetables por cualquier causa, por esa razón los ordenamientos
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jurídicos prevén la posibilidad que se pueden revisar los aclos administrativos tanto en sede

administrativa como en el Poder Judicial;

Que, estando al cumplimiento de una de las principales garantías reconocidas por la Constituclón

Política del Estado, como es el respeto al ejercicio del debido procedimiento adminislrativo,

conceptuado en el artículo IV del Título Preliminar del TUO de la Ley N'27444 LPAG;

Que, respecto al procedimiento sancionador, el T.U.O. de la Ley N" 27444 indica en su artículo 2480

"los procedimienlos que regulen el ejercicio de Ia potestad sancionadora deben de establecer la debida

separación entre la fase ¡nstructora y la sancionadora, encomendándola a autoridades distintas";

Que, mediante Resolución de Alcaldía N'127-2025-AM PI, el alcalde delega al Gerente Municipal la

facultad de resolver los Recursos de Reconsideración de sus Propios actos, así como los de apelación

presentada por los administrados respecto de aquellos actos administrativos emitidos por los órganos

l2 numeral l7 del

Reglamento de Organización y Funciones aprobado con la Ordenanza Municipal No 044-2024-AMPI;

Que, contando con los vistos correspondientes y con las atribuciones conferidas por la Ley N" 27972

- Ley Orgánica de Municipalidades, el T.U.O. de la Ley de Procedimiento Administrativos - Ley No

27444,y, a las visaciones de estilo;

SE RESUELVI:

ARTICULO PITIMERO. - I)ECLARASE LA NULIDAI) DE OFICIO , de la RESOLUCIÓN
DE GERENCIA No 00865-2025-GTTSV-MPI con fecha del 3l de enero del 2025, ERGO LA
RESOLUCIÓN DE GERENCIA No 5097-2025-GTMU-MPI de fecha 05 de setiembre del 2025
por las consideraciones expuestas en el presente informe legal, en todos sus extremos, además que

dicho acto administrativo contiene causal de vicio de nulidad previstos en los numerales l) y 2) del

artículo 10", concordante con el numeral 2) del artículo 3o. ello en aplicación a las facultades

conferidas por el anículo ll y2l3 del TUO de la ley N" 27444.

ARTÍCULO Sf,GUNDO. - DEJAR SIN f,FECTO LA PIT N" 260841 con código de inliacción M
- 02 de fecha 05 de mayo del 2024, impuestas al veh Ícu lo automotor de placa de rodaje No YlY865.

ARTÍCULO TERCERO. - ORDENAR a la Gerencia de Transporte y Movilidad Urbana - MPI,
además de la Sub-Gerencia de Transpofe, Movilidad Urbana y Seguridad Vial - MPI, que ejecuten

las actuaciones administrativas que resulten pertinentes a partir de la emisión de Ia presente resolución,

baio resoonsabilidad funcional.

ARTÍCULO CUARTO. - REMITIR, los actuados a la secretaria técnica del Régimen Disciplinario
y Procedimiento Sancionador de La Ley N'30057, Ley del Servicio Civil, para que proceda conforme
sus atribuciones y evalúe el deslinde de responsabilidades que correspondan.

o
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ARTÍCULO QUINTO. - De conformidad al Art. 50' de la ley N." 27972 - Ley Orgánica de

Municipalidades y el Ar. 228" del Decreto Supremo N." 004-2019-JUS, que Aprueba el Texto Único

de la ley N.'27444 - Ley del Procedimiento Administrativo Ceneral, se declare por ¡!@\!!!¿!
ViA ADMTNISTRATIVA.

ARTÍCULO SEXTO. - E&!B!E!B a Ia secretaria de la Gerencia Municipal de la Municipalidad
Provincial de lca, notificar al interesado, con cargo a las gerencias que corresponda, la presente

resolución con las formalidades de Ley.

REGÍSTREST, COMUNÍQUESE Y CÚMPLA

L
t{tc¡PAll ICA

C.r- Econ, L H. Vásquez Cornejo
:!-/ G ENTE MUt¿ICIPAL
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